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PUNTOS D3 SUSCRICION.

án Za r a g o z a , en la Administración del 
8OLBT1N, sita en la imprenta de la Gasa- 
'dospicio de Misericordia.

Las suscriciones de fuera podrán hacerse 
remitiendo sa importe en libranza del Tesoro 
ó letra de fácil cobro.

La correspondencia se remitirá franqueada 
al Director-Administrador del Bo l b t in Of i­
c ia l , D. Baldomero Mediano y Huiz.

PRECIO DE SUSCRICÍON.

TREINTA PESETAS AL AÑO.

Las reclamaciones de números se harán 
dentro de los 12 dias inmediatos á la fecha de 
los que se reclamen; pasados estos, la Admi­
nistración sólo dará los números, previo el 
pago, al precio de venia.

Números sueltos, 25 céntimos de peseta 
cada uno.

BOLETIN OFICIAL
DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.

ESTE PERIÓDICO SE PUBLICA TODOS LOS DIAS, EXCEPTO LOS LÚNES,

Las leyes y disposiciones generales del Go­
bierno son obligatorias para cada capital ae pro- 
riuciadesde qué sepubLcan -ríicialmente en ella, 
y desde cuatro lias después para los demas pue­
blos de la misma provincia. ^Decreto as zd as 
Scoumbre rit 1837.) _

Inmediatamente que los señores 
alcaldes y secretarios reciban este 
Bo l e t ín , dispondrán que se fije un 
ejemplar en el sitio de costumbre, 
donde permanecerá basta el recibo 
del número siguiente.

PARTE OFICIAL.
SECCION

MINISTERIO DE LA GOBERNACION.

CIRCULAR.

Algunas Diputaciones provinciales, celosas 
de su buen nombre, obedientes á la ley y aten­
tas siempre á cuanto exige el bien de sus admi­
nistrados, lian cumplido escrupulosamente sus 
deberes rindiendo con oportunidad las cuentas 
de la recaudación é inversión de sus londos cor­
respondientes á los años económicos de 1875 a 
1878.

Otras, que por desgracia no lian desplegado la 
íüisina actividad, ó que no han tenido energía 
Estante para vencer los obstáculos que se les 
Presentaban, muchos de ellos procedentes de 
anteriores administraciones, no han prestado 
aun aquel importante servicio con relación a al- 

de los expresados años, y es absolutamen— 
tenecesario que todas las corporaciones provín­
oles consao-ren preferentemente su atención a 
0 asunto de tan vital interés para los pueblos.

Desde el momento en que la disposición 10, 
art-2.° de la ley de 16 de Diciembre de 1876, 
Estableció la ley y el reglamento de Presupues­
tos y Contabilidad de 20 de Setiembre de 1865 

cuanto fueren aplicables sus prescripciones 
sistema de impuestos vigente, todas las cuen- 

as provinciales han debido ser remitidas á este

Los señores secretarios cuidarán bajo su más 
estrecha responsabilidad de conservar los nú­
meros de este Bo l e t ín , coleccionados ordenada­
mente para su encuadernación, que deberá veri­
ficarse al final de cada semestre.

Ministerio en el tiempo y forma prevenidos para 
su trasmisión al Tribunal de las del Reino.

La aplicación de este precepto legal, que fue 
promulgado antes de terminarse el período de 
ampliación relativo al ejercicio de 1875-76, y 
cuando no era posible que su liquidación estu­
viese cerrada, alcanza, como es consiguiente, á 
las cuentas del mismo año económico.

Así lo ha declarado el referido Tribunal en 
providencia de 15 de Abril de 1878, circulada 
por la Dirección general de Administración lo­
cal á los Gobernadores de las provincias con fe­
cha 13 de Junio ael propio año, y así lo han 
comprendido también muchas Diputaciones que 
han cumplido con la mayor puntualidad lo que 
se les ordenaba, remitiendo á este departamen­
to las cuentas del mencionado ejercicio.

Igual procedimiento está mandado observar 
acerca de las que corresponden á los años eco­
nómicos en que rigió íntegramente la ley orgá­
nica provincial de 20 de Agosto de 1870, excep­
tuándose las que hubieren sido censuradas y 
aprobadas definitivamente por las Diputaciones 
ántes de ponerse en vigor la expresada reforma 
de 16 de Diciembre de 1876.

Siendo, pues, indispensable que la contabili­
dad provincial se sujete hasta en sus menores 
detalles á lo que la ley tiene estatuido, y no pu- 
diendo tolerarse en esta materia pila trasgres ion 
más leve, que siempre redundaría en despresti­
gio de la Administración pública;

S. M. el Rey (Q. D. G.) se ha servido disponer 
lo siguiente: . .

L° Que excite V. S. el celo de la Diputación 
l de esa provincia para que, al verificar su reunión 
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ordinaria en el primer dia útil del próximo mes 
de Noviembre, adopte los acuerdos necesarios 
á fin de remitir inmediatamente á este Ministe­
rio las cuentas de fondos provinciales que aun 
no hubieren enviado, relativas á alguno de los 
tres años económicos de 1875 á 1878, con el fin 
de que sean trasmitidas sin demora al Tribunal 
de Cuentas del Reino.

2 .° Que igual procedimiento se observe con 
las que correspondan á los ejercicios en que es­
tuvo integramente en vigor la ley provincial 
de 20 de Agosto de 1870, siempre que no hubie­
ren sido ultimadas por la misma Diputación 
antes de promulgarse la ley de reforma de 16 de 
Diciembre de 1876. . ,

3 .° Que remita V. S. á este Ministerio antes 
del 30 de Noviembre del presente año una cer­
tificación expedida por esa corporación provin­
cial en que se acredite cuáles sean las cuentas 
aprobadas definitivamente por la misma con 
arreglo al art. 86 de la ley de 1870, citando la 
fecha en que hubieren sido ultimadas. .

Y 4.° Que procure V. S. por cuantos medios 
están al alcance de su Autoridad el exacto cum­
plimiento de las disposiciones vigentes sobre 
rendición de cuentas provinciales, sin tolerar 
en tan importante asunto ni la más leve omi­
sión. .

De Real orden lo digo á V. S. para su conoci­
miento, el de esa Diputación provincial y efec­
tos consiguientes. Dios guarde á V. S. machos 
años. Madrid 17 de Octubre de 1869.—Silvela. 
—Sr. Gobernador de la provincia de....

^Gaceta 18 de Octubre de 1879.)

REAL DECRETO.

En atención á las razones expuestas por el Mi­
nistro de la Gobernación, de acuerdo con el Con­
sejo de Ministros, .

Ven "O en decretar lo siguiente:
Artículo l.° Las Administraciones subalter­

nas de Correos establecidas en las poblaciones 
que no son capitales de provincia, y en las 
cuales exista en la actualidad ó se establezca 
en lo sucesivo estación telegráfica, quedarán 
suprimidas, y se encargarán del servicio de co­
rreos los funcionarios del Cuerpo de Telégrafos, 
á excepción de las Estafetas de Irán, Algeciras, 
Cartagena, Vigo, Ferrol, San Fernando y San- 
tiago^que, en atención á la importancia de su 
servicio postal, conservarán por ahora su actual 
organización.

Art. 2.° De las doscientas sesenta y seis mil 
pesetas que se economizarán durante los ocho 
últimos meses del actual año económico en el 
capitulo 18, sección 6.a del presupuesto, Perso- 
ual de Correos, se trasferirán al capítulo 19, ar­
tículo 2.°, Conducciones, ochenta y tres mil pe­
setas para el establecimiento del correo diario 
en las provincias de Avila, Badajoz, Cáceres, 
Ciudad-Real y Salamanca durante el último se­
mestre del año económico; ochenta y nueve mil 
pesetas al capítulo 16 de la misma sección 6. , 
Personal de Telégrafos, para el pago durante los 

citados ocho meses del personal de este Cuerpo 
que haya de destinarse á algunas estaciones por 
consecuencia del aumento de servicio y del que 
se nombre para las que se abran en las nuevas 
líneas; y setenta y cinco mil pesetas al capítulo 
17, Material de Telégrafos, para la prolongación 
por Seo de Urgel hasta la frontera de la linea 
telegráfica de Pons, y para la construcción de 
otras líneas declaradas urgentes para el mejor 
servicio; quedando á beneficio del Tesoro la can­
tidad que resulta sobrante.

Art. 3.° Las veinticuatro mil pesetas que se 
economizarán durante los ocho últimos meses 
del año económico actual en el capítulo 19, ar­
tículo l.°, sección 6.a, se trasferirán al capítulo 
17, artículo l.° de la misma sección, de las cua­
les se aplicarán diez y nueve mil pesetas al au­
mento de los gastos de escritorio, moyiliario, 
alumbrado y combustible que ocasionará la re­
unión de ambos servicios, y cinco mil pesetas 
para alquileres de nuevos locales.

Art. 4.° Los empleados de Correos que no 
puedan quedar en destino análogo en las Admi­
nistraciones de provincias después de la retor- 
ma, y sean declarados cesantes por supresión 
en virtud de este decreto, y que habiendo sido 
examinados y aprobados conforme á lo dispues­
to en la Real orden de 27 de Setiembre de 1876, 
soliciten su reposición, tendrán derecho á ocupar 
las vacantes que ocurran en el ramo, para lo 
cual se formará el correspondiente escalafón 
por antigüedad y categorías, y se publicarán en 
la Ga c e t a  á fin de cada mes todas las va­
cantes que ocurran y los nombramientos con 
que se provean. .

Art. 5.° El Ministro de la Gobernación queaa 
encargado del exacto cumplimiento de este de­
creto, cuyas disposiciones empezarán á regí* 
desde l.° de Noviembre; pero quedando el Minis­
terio autorizado para prorogar.su aplicación poi 
término de un mes en aquellos puntos donaeno 
hubiera facilidad para organizar inmediatamen­
te el nuevo servicio. .

Dado en Palacio á catorce de Octubre de m'* 
ochocientos setenta y nueve.—Alfonso.—El -le 
nistro de la Gobernación, Francisco Silvela.

REAL ORDEN.

Habiéndose consultado por este Ministerio 
Consejo de Estado en pleno sobre la necesida 
de dictar una medida general que declare qiie? 
Gobierno puede, en uso de las facultades que 
concede el art. 85 de la ley provincial, revoca* 
los acuerdos de las Comisiones provinciales e 
materia de elecciones municipales cuando e 
ellos hubiese manifiesta infracción de ley, dic1 
alto Cuerpo, con fecha 8 del actual, ha emití 
el siguiente dictámen:

«Exorno. Sr.: Con motivo del recurso inf^' 
puesto por varios electores de Medina de las * 
rres contra un acuerdo en que la Comisión ¡a 
vincial de Badajoz anuló las elecciones mun|V 
pales últimamente celebradas cu aquella v1 
se ha dispuesto de Real orden que consulte
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Consejo en pleno «sobre la necesidad de dictar . 
una medida general que declare que el Gobier- ¡ 
no puede, en uso de las facultades que le conce- ‘ 
de el art. 85 de la ley Provincial, revocar los 
acuerdos de las Comisiones provinciales en ma­
teria de elecciones municipales cuando en ellos 
hubiese manifiesta infracción de ley».

Para cumplir esta disposición de S. M. ha 
examinado e Consejo con todo detenimiento el 
punto consu tado, que siendo importante en sí 
mismo, ha adquirido gravedad en razón de las 
opuestas opiniones que respecto de él se han 
emitido y de las órdenes expedidas por ese Mi­
nisterio en diferentes épocas, no siempre ajusta­
das á idénticos principios.

Tal examen le ha producido el convencimien­
to de que es legal y necesaria en efecto la in- 
tervenciun directa del Gobierno supremo para 
reformar y corregir de un modo eficaz las infrac­
ciones de ley que cometan las Comisiones pro­
vinciales al hacer uso de la facultad que les com­
peto en la materia.

Y no le detiene para manifestarlo así la cir­
cunstancia de que este mismo Cuerpo haconsul- 
tado en otro sentido en años anteriores, porque 
ni se compone en su mayor parte de las perso­
nas que entonces lo formaban, ni pueden pres­
cindir de los inconvenientes producidos por la 
aplicación de la doctrina que á la sazón soste­
nía, ni debe olvidar que á veces se ha separado 
de ella el Gobierno, ni es lícito, en fin, insistir 
en lo que la reflexión y la experiencia han pre­
sentado como erróneo y perjudicial.

Confía además en que V. É., comparando las 
razones que ahora se expongan con las emitidas 
anteriormente, aceptará* las que lo merezcan, y 
por lo tanto cree asegurado el acierto en la re­
solución que se adopte.

Sin duda fijará V. E. su atención en el expe­
diente instruido en 1872 con motivo de una re­
clamación contra el acuerdo en que la Comisión 
provincial de Valencia anuló las elecciones mu­
nicipales de Liria; porque en el dictámen del 
Consejo de 26 de Febrero de dicho año, en el 
voto particular que lo acompañó, en la refuta­
ción de este y en la Real óruen do 11 de Marzo 
siguiente se adujeron extensamente los argu­
mentos que se creyeron propios para mantener 
la opinión de la mayoría de este Cuerpo, la de 
los Consejeros que disintieron de ella y los mo­
tivos que" ese Ministerio tuvo para separarse de 
una y otra. .

Creía la mayoría que el Gobierno no tenia fa­
cultades para enmendar ni dejar sin efecto los 
acuerdos de las Comisiones provinciales sobre 
las elecciones de Concejales; en el voto particu­
lar se afirmaba que era indiscutible el derecho 
de aquel para declarar la validez ó nulidad de 
una elección de esta clase cuando cualquier es­
Pañol se alzara de los expresados acuerdos; pe­
ro en la Real orden citada se mandó devolver el 
expediente para que la Comisión provincial fa­
llara de nuevo con arreglo á las leyes; exigién­
dose la responsabilidad á quien correspondiera 

el caso de que aquella insistiese en su aute- 
rior acuerdo.

En esta resolución y en otras que casi al mis­
mo tiempo se dictaron sobre asuntos análogos 
es digno de observar que lo que se hizo en pu­
ridad fué anular los acuerdos á que se referían, 
por mediar en ellos infracción de ley, é indicar 
las decisiones que se habían de tomar.

Negóse la Comisión provincial de Valencia á 
cumplir lo mandado: el Gobernador de la pro­
vincia la suspendió y nombró otra interina, y 
esta revocó los acuerdos de que se trataba; mas 
cambiada la situación política, fué repuesta la 
Comisión suspendida, anulado lo que dispuso la 
interina, y declarados válidos por Real orden de 
12 de Agosto de 1872 los acuerdos sobre que re­
cayó la de 11 de Marzo anterior.

En medio de esto el Gobierno dió á entender 
en uno de sus considerandos, como indica la 
Sección correspondiente de ese Ministerio en su 
nota, que la Autoridad superior podía revocar 
aquellos acuerdos.

Con el fin de demostrar que aun en tiempos 
en que dirigían los negocios públicos personas 
de ideas conocidamente desceutralizadoras se 
anulaban resoluciones semejantes cuando por 
ellas se infringían las leyes, recuerda la misma 
Sección una Real orden de 27 de Julio de 1872, 
relativa á las elecciones de Jumilla, provincia de 
Murcia, y otra disposición del Poder Ejecutivo 
de la República de 28 de Febrero de 1873, que 
dejó sin efecto un acuerdo de la Comisión pro­
vincial de Oviedo: y como, según se asegura en 
el expediente, son muchos los casos en que des­
pués de las elecciones municipales de 1877 se 
revocaron acuerdos ilegales de las Comisiones 
provinciales, apartándose del espíritu con que 
se dictaron otras órdenes de índole semejante, 
resulta que conviene y aun es indispensable que 
el Gobierno fije la jurisprudencia sobre el par­
ticular, tomando en cuenta las reclamaciones y 
las excitaciones que se le han dirigido.

Para ello debe quedar sentado que, como se 
sostuvo en el voto particular de que se ha hecho 
mérito y en la Real orden de 11 de Marzo de 
1872, y se repite en la nota de la Sección de es­
te Ministerio, la ley Electoral de 20 de Agosto 
de 1870 distingue en sus artículos 88 y 89 las 
resoluciones ejecutorias de las definitivas, puesto 
que aplica el primer adjetivo á las que dictan 
las Juntas generales de escrutinio cuando no se 
reclame contra ellas en el plazo que señala, y 
el segundo á las que toman las Comisiones pro­
vinciales.

Tal distinción no pudo ser casual en punto de 
tanto interés; y si se. considera que la voz defi­
nitivo en su sentido jurídico no trae consigo el 
de irrevocabilidad, que la misma ley Electoral se 
hallaba en estrecha conexión con las leyes orgá­
nicas Municipal y Provincial de la misma fecha, 
y que esta última, en el tercer párrafo del 
art. 66, que seguía inmediatamente al que con- 
cedia á las Comisiones provinciales la facultad 
de resolver las reclamaciones y protestas en las 
elecciones de Concejales y las incapacidades ó 
excusas de estos, establecía que eran aplicables 
á sus acuerdos las disposiciones de los artículos 
48 y siguientes, referentes á las Diputaciones, 
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esto es, á la suspensión de sus acuerdos y á los 
recursos á que dieran lugar, resultará la con­
vicción de que el legislador no quiso que las Co­
misiones provinciales obrasen con tal indepen­
dencia del Gobierno en materia do elecciones 
municipales que debiera prevalecer lo que deci­
diesen, aun en el caso de que hubieran quebran­
tado la ley. .

Cierto es que ese párrafo no se ha incluido en 
la ley de 2 de Octubre de 1877 al incorporar en 
su texto las reformas comprendidas en la de 16 
de Diciembre de 1876; mas si bien se mira, no 
hacía falta en rigor, porque no siendo ejecuto­
rios los acuerdos de que se trata, el Gobierno 
puede reformarlos. . ,

En efecto, el art. 85 le concede la inspección a 
fin de impedir que las Comisiones provinciales 
infrinjan la misma ley, la Constitución y las de­
más generales del Estado; y no se comprende 
que pudiera ser eficaz esta facultad si no lleva­
se consigo la de enmendar el yerro cometido, 
impidiendo los efectos de infracción.

Si, como se ha prentendido, hubiera de limi­
tarse á procurar que conociesen de ella los Tri­
bunales para que aplicasen las penas estableci­
das en el tít. 3.° de la ley Electoral, ó en el Có­
digo penal en su caso, podrían ser castigados 
los delincuentes, pero no corregida, no impedida 
la infracción que cometieron, una vez que en 
ningún caso toca á los mismos Tribunales apro­
bar ni anular unas elecciones ni resolver sobre 
la capacidad ó incapacidad de los elegidos

Y la necesidad de que esa inspección sea efec­
tiva para que no resulte una situación que po­
dría calificarse de anárquica, está demostrada 
por los hechos que se indican en el expediente: 
una Comisión provincial ha anulado las eleccio­
nes hechas en un pueblo, por las mismas causas 
que no le impidieren desestimar las protestas 
que se presentaron contra las verificadas eu 
otro; y miéntras alguna de esas Corporaciones 
declaraba que los Jueces municipales no tenían 
capacidad para ser elegidos Concejales, otra de­
cidía que respecto de estos funcionarios sólo 
existe incompatibilidad.

Por las razones expuestas, opina el Consejo, 
en conclusión, que el Gobierno, en uso de las fa­
cultades que le concede el art. 85 de la ley Pro­
vincial de 2 de Octubre de 1877, puede revocar 
los acuerdos de las Comisiones provinciales en 
materia de elecciones municipales cuando en ellos 
haya manifiesta infracción de ley,y que V. E. 
está en el caso de proponer á S. M. que se dig­
ne aprobar una resolución general en este sen­
tido.»

Y conformándose S. M. el Re y  (Q. D. G.) con 
el preinserto dictamen, se ha servido resolver 
como en el mismo se propone, y disponer que 
esta resolución se publique en la Gaceta para co­
nocimiento general.

De Real orden lo digo á V. S. para los efectos 
correspondientes. Dios guarde á V. S. muchos 
años. Madrid 16 de Octubre de 1879.—Silvela. 
Sr. Gobernador de la provincia de.....

faceta 19 de Octubre de 1879.)

GOBIERNO DE LV PROVINCIA DE ZARAGOZA.

Cá r c e l e s .—Circular.
X fin de que los pueblos que constituyen el 

partido de Pina puedan tener conocimiento de 
las cantidades que cada uno debe satisfacer por 
concepto de presos pobres, he dispuesto inser­
tar á continuación el repartimiento de los mis­
mos, aprobado con esta fecha, y que ha de regir 
en el actual año económico de 1879-80.

Re pa r t imie n t o  ele las cantidades ([ue deben satis­
facer los pueblos que constituyen el partido ju­
dicial de Pina para el sostenimiento de presos 
pobres del mismo.

PUEBLOS.

Contribución 
que satisfacen 

al Estado.

Pesetas.

Cantidades 
que les 

correspondo.

Pesetas. Cts.

Alboro’e............................ 9.075 143
Alforo ue. .. . .................. 5.885 82
Rnjaraloz......................... 27.694 439
Farlete ............................ 9.624 152
Fuentes de Ebro.............. 35.685 565
Gelsa................................ 37.244 590
La Almolda..... . .............. 25.432 403
La Zaida........................... 5.663 89
Mediana............................ 27.250 432
Monegrillo....................... 14.993 232
Nuez................................. 6,409 101
Osera................................ 7.112 112
Pina.............................. ... 61.014 968*21
Quinto.............................. 39 836 631
Roden............................... 3.458 78
Velilla de Ebro................ 14.623 231
Villafranca de Ebro........ 11.357 180

To t a l ................342.354 5.428‘21

Zaragoza 20 de Octubre de 1879.—El Gober­
nador, Antonio de Aranda.

S^CCIOM CUARTA.
ADMINISTRACION ECONÓMICA DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA

La Dirección general de Contribuciones,^ 
circular de 8 del corriente, dirige á esta Admi­
nistración diversas prevenciones relativas al ser' 
vicio de retracto de fincas adjudicadas al Estado 
por débitos de contribuciones y á su iucautaciuO 
y administración por la Hacienda; y esta ofici09^ 
deseosa siempre de que se eviten á los deudor6 
los perjuicios irreparables que ha de ocasionar-
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les el dejar trascurrir sin aprovecharle el escaso 
periodo hábil de que aun pueden disponer para 
retraer sus fincas, ha acordado publicar á con­
tinuación las disposiciones que les interesan, así 
como las atinadas consideraciones en que la 
Superioridad funda sus acuerdos, en la forma 
siguiente:

«Según lo dispuesto por Real orden de 10 de 
Mayo último dictada como aclaración al art. 7.° 
de ia ley de Presupuestos de 21 de Julio de 1876, 
cumple el 31 de Diciembre próximo venidero el 
plazo concedido á los contribuyentes interesa­
dos pava retraer sus fincas adjudicadas á la Ha­
cienda en pago de descubiertos de las contribu­
ciones territorial é industrial y del empréstito 
nacional de 175 millones de pesetas.

Por parte del Gobierno de S. M. y del Poder 
legislativo se ha procurado, sin duda por todos 
los medios posibles, poner á los contribuyentes 
que tienen perdida su propiedad, en virtud de 
las adjudicaciones, en condición de poderla re­
cuperar; y la prueba de ello está no sólo en las 
prórogas que al efecto so les vienen concedien­
do desde 1872 para el retracto, sino en el mayor 
beneficio que les otorgó el mencionado art. 7.° de 
la ley de Presupuestos de 1878-79 relevándoles 
del pago del 6 por 100 de intereses de demora.

Este Centro directivo con su circular de 29 de 
Julio de 1878 y otras disposiciones, y las Admi­
nistraciones económicas dándoles como les han 
dado el más exacto y puntual cumplimiento han 
coadyuvado también en cuanto ha estado de su 
parte al fin indicado, haciendo comprender por 
medio de las oportunas notificaciones á cada in­
teresado, su situación con respecto á las fincas 
adjudicadas á la Hacienda, su derecho á retraer­
las dentro del plazo señalado al efecto, pagando 
sólo el principal débito y las costas ocasionadas 
con arreglo á Instrucción, así como que de ao 
utilizarse de ese beneficio, han de perder irremi­
sible y definitivamente sus fincas adjudicadas á 
la Hacienda. .

A pesar de todo, el número de las retraídas 
hasta hoy si bien de consideración no lo es co- 
¡uo debiera, atendido el que representan las ad­
judicaciones; en cuya virtud y considerando que 
los interesados enterados como están de sus de­
rechos y obligaciones con relación á las mencio­
nadas fincas, no pueden ya alegar ignorancia 
alguna, y que toda medida legal que sobre el 
Particular se dicte se halla hoy suficientemente 
Justificada, y es de absoluta necesidad para po- 
Dcr á cubierto los legítimos intereses del Tesoro 
Público y los de los contribuyentes que satista- 
cen religiosamente sus respectivas cuotas, esta 
Dirección general ha acordado prevenir á V. S.:

Primero. Que inmediatamente sin levantar 
mano y con presencia de los expedientes ejecu- 
hvos proceda V. S. á la incautación de todas las 
bocas que en esa provincia estén adjudicadas á 
Ia Hacienda en pago de descubiertos de las con- 
^‘buciones territorial é industrial y del emprés- 
Dto cuyos contribuyentes no hayan solicitado 
aun en uso de su derecho el retracto de ellas.

Cuarto. Que dicte V. S. también las medidas 
oportunas para que todas las fincas objeto de las 
adjudicaciones ó incautaciones se administren 
desde luégo por la Hacienda; y para no permitir 
que continúen beneficiándolas ó disfrutándolas 
los contribuyentes á quienes pertenecieron, 
puesto que el derecho de propiedad que tienen 
perdido únicamente pueden recuperarlo median­
te el retracto en la forma dispuesta si lo solici­
tan, dentro del plazo concedido al efecto, ó sea 
hasta el 31 de Diciembre próximo venidero.

Quinto. Que como el acto de la incautación 
no se opone ni puede oponerse al expresado de­
recho de retracto respecto á los interesados que 
lo soliciten dentro del indicado plazo, no debe 
procederse hasta que espire, á la venta por el 
Estado de las fincas de que se haya incautado ó 
se incaute ahora la Hacienda:

Sétimo. Que V. S. por sí y acudiendo si lo 
juzga necesario á la Autoridad del Sr. Goberna­
dor de esa provincia, dicte las medidas oportu­
nas para que por parte de los Alcaldes se pres­
ten los auxilios debidos para que la Hacienda 
entre desde luégo en posesión de las fincas de 
que se incaute por estarle adj udicadas y no haber 
sido retraídas por los contribuyentes deudores; 
y para que los referidos Alcaldes hagan com­
prender á los interesados por medio de edictos ó 
en la forma que j uzguen conveniente, que se vá 
á procederá la inmediata y definitiva incauta­
ción de las fincas adjudicadas á la Hacienda; así 
como que no pueden continuar en el disfrute de 
ellas, salvo el caso de que soliciten y lleven á 
efecto el retracto dentro del plazo hasta el 31 de 
Diciembre próximo.»

En virtud del precedente inserto, la Adminis­
tración excita el celo de los Sres. Alcaldes para 
que persuadan á sus administrados de la nece­
sidad de liberar sus fincas mediante el pago de 
débito y costas, si quieren evitarse el daño de 
perderlas, y á la vez debe recordar á dichas Au­
toridades que remitidas en su dia las órdenes de 
incautación y copias de los correspondientes in­
ventarios, no deben en manera alguna olvidar 
los deberes de administración que les incumbe 
respecto de tales fincas, de cuyos productos de­
berá darse cuenta en forma, por lo relativo á las 
que no resulten retraídas en debida regla.

Zaragoza 18 de Octubre de 1879.—El Jefe 
económico, Joaquín Ozores.

SECCION SEXTA.
El repartimiento de la contribución territorial 

para el año económico de 1879-80 y la matricula 
de subsidio para el mismo año se hallan ex­
puestos al público en la Secretaría desde hoy 
al 28 del corriente, para que los interesados pue­
dan enterarse de sus cuotas y hacer las recla­
maciones consiguientes en dicho plazo.

Azuara 18 de Octubre de 1879.—El Alcalde, 
Lorenzo Casamayor.
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S^SCSIO^l SÉTIMA.

JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA.

Zarago z a.—Pilar.

D. Basilio Paraíso, Escribano del Juzgado de 
primera instancia del distrito del Pilar de Za­
ragoza:
Doy fe: Que en el mismo y por mi Escribanía, 

á instancia de D. Pedro Oliver y Agnilar pen­
den autos de tercería de mejor derecho a bienes 
embargados por D. Félix Gómez a D. Ignacia 
Rapun, en los que ha recaído la sentencia del 
tenor siguiente:

Sentencia.— En la ciudad de Zaragoza á 7 de 
Octubre de 1879, D. Pedro del Castillo y Perez, 
Juez de primera instancia del distrito del I ilai 
de la misma, habiendo visto los autos de terce­
ría de mejor derecho, instando por D. Pedro 
Oliver representado por el Procurador D Ma­
nuel García de una parte, y de la otra D. Félix 
Gómez y D.a Iguacia Rapun, y en nombre de 
los mismos y por su rebeldía los estrados del
Tribunal:

Primero. Resultando que interpuesta deman­
da ejecutiva contra D.a Iguacia Rapun y Olivan 
por D. Félix Gómez y D.a Antonia Labadia, sobre 
pago de maravedises, y trabado embargo en di­
ferentes bienes que poseía en el pueblo de Ba­
nastas, provincia de Huesca, como expresac.a 
deudora fuera en deber á D. Pedro Oliver la can­
tidad de 686 pesetas que el último entrego a la 
primera en comanda y fiel depósito y no ha sa­
tisfecho, apoyado en la escritura publica otor­
gada en 31 de Octubre del año pasado de 1877, 
ante el Notario de la ciudad de Huesca 1). Isi­
doro Valero, presentó demanda de tercena cíe 
preferencia á nombre del citado Oliver el Pro 
curador 1) Manuel García, habiendo, ootenido 
antes el beneficio de pobreza, fundándose en 
Que siendo preferido su crédito al de los acree­
dores D. Félix y D.a Antonia debía ser reinte­
grado con tocia prelacion como escriturario:

Segundo. Resultando que conferido traslado 
al ejecutante y al ejecutado dejaron de eva­
cuarlo, por cuyo motivo Ies fué acusada la re­
beldía en la forma legal, entendiéndose con los 
estrados las sucesivas actuaciones:

Tercero. Resultando que el demandante en 
su réplica ratificó su demanda fijando conve­
nientemente la cuestión y recibido el pleito a 
su instancia á prueba fué cotejada con citación 
contraria la escritura de cómanda, base de la 
accion deducida, viniendo además certificación 

los documentos que acreditaban el estado del 
juicio ejecutivo: . . .

Cuarto Resultando que comunicados los 
^utos para alegar, tuvo lugar sólo por la parte 
^mandante: ° ' , , . , ,

Primero. Considerando es doctrina legal 
c,usignada en la Ley recopilada que la obliga­
ba contraída con la solemnidad que encarna 
A escritura de comanda de autos, es preferida 
atod.a aquella contraída sin tal requisito:

Segundo. Considerando que según la Ley 
5.a, titulo 24, libro 10 de la Novísima, el acree­
dor personal con escritura sin privilegio debe 
ser reintegrado después del hipotecario y sim­
ple privilegiado, pero antes que el quiografario 
y el verbal, por cuya razón el demandante ha 
de serlo antes que los ejecutantes, puesto que 
aquel aparece por escritura pública y estos sólo 
quiográficamente:

Tercero. Considerando que según fuero de 
Aragón el depósito de dinero otorgado en ins­
trumento solemne ocupa el lugar de los pri­
vilegiados; . . , •

Vistas las leyes comunes primera, título pri­
mero, libro 10 de la Novísima Recopilación y la 
ya citada 5.\ título 24, libro 10 de la misma, y 
los artículos 995, 1181, 1183, 1190 y demás con ­
cordantes de la ley de Enjuiciamiento civil:

Falla'—Que debía declarar y declaraba haber 
lugar á la tercería de preferencia interpuesta 
po” D. Pedro Olivu- y Aguilar, mandar y manda 
que como crédito preferente sea pagado antes 
que los ejecutantes D. Félix Gómez y D.a Anto­
nia Labadia, con imposición de las costas á la 
ejecutada. Pues asi por esta sentencia que ade­
más del Tribunal ó Juzgado, y de hacerse no­
toria por medio de edictos en los sitios de cos­
tumbre en conformidad al art. 1183 de la ley 
citada, se publicará además en los diarios ofi­
ciales do esta ciudad y Bo l e t ín  Of ic ia l ,, defini­
tivamente juzgando la pronunció, mandó y fir­
ma dicho Sr. Juez, de que yo el Escribano doy 
fé.—Pedro del Castillo Perez.—Basilio Paraíso.»

Asi resulta de dichos autos. Y para que cons­
te, cumpliendo con lo mandado,, expido el pre­
sente que firmo en Zaragoza á 17 de Octubre 
de 1879.—Basilio Paraíso.

D. MamésAríza, Escribano del Juzgado de pri­
mera instancia del distrito del Pilar de ia ciu­
dad de Zaragoza:
Certifico: Que en el incidente de pobreza que 

luego se mencionará, se pronunció la sentencia 
que dice literalmente:

«.Sentencia — En la ciudad de Zaragoza á 23 
de Junio de 1879; el Sr. D. Pedro del Castillo y 
Perez, Juez de primera instancia del distrito del 
Pilar, habiendo visto el incidente de pobreza 
pendiente en este Juzgado á instancia de Pas­
cual de Val, vecino de Jaulin, para litigar con 
su hijo Pascual:

Resultando que Pascual de Val y Fortea, ve­
cino de esta ciudad, ha solicitado se le defienda 
por pobre para litigar con su hijo Pascual de 
Val y Burillo, por carecer de bienes para sufra­
gar los gastos del pleito que trata de entablar: 
” Considerando que con audiencia del Promotor 
fiscal ha probado suficientemente que no posee 
bienes de ninguna clase y que no ejerce indus­
tria alguna, no paga contribución por ningún 
concepto y que es de una edad avanzada y acha­
coso, y por consiguiente pobre en sentido legal:

Visto el art. 182 de la ley de Enjuiciamiento 
civil,
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Falla-. Que debía declarar y declaraba haber 
lugar á la defensa por pobre solicitada por Pas­
cual de Val y Portea, mandando en su virtud 
se le asista y defienda como á tal y en la clase 
de papel correspondiente á los pobres; enten­
diéndose todo sin perjuicio del correspondiente 
reintegro en su caso.

Asi por esta sentencia, que se hará notoria 
por edictos y se publicará en el Bo l e t ín  Of ic ia l  
de esta provincia, definitivamente juzgando lo 
pronuncia, manda v firma dicho Sr. Juez, doy 
fé.—Pedro del Castillo.—Mamés Ariza.»

Asi resulta del original á que me refiero. I 
para que conste y se inserte en el Bo l e t ín  Of i­
c ia l  de esta provincia, firmo la presente en Za­
ragoza á 20 de Octubre de 1879.—Mames Anza. 
_V.o b El Juez de primera instancia, Pedro 
del Castillo.

Ateca.

D. Nicolás Pascual, Juez municipal de la villa 
de Ateca, ejerciente funciones del de primera 
instancia, por ausencia del propietario, en uso 
de licencia.
Por el presente edicto de emplazamiento se 

hace saber á Pedro Cruces, como mando de 
María Cruz Gil, á Felipe Millan, que lo es de 
Serafina Perez v á Santos Torralba, con la mis­
ma calidad, de María Catalan Ferruca, que en 
fuerza de la demanda interpuesta por Catalina 
Marco Aguirre, soltera, mayor de edad, Domin- 
o-o Sánchez, Nazaria Marco Ormad, José Fer­
nandez Galvez y Concepción Marco Ormad, con- 
vuo-es respectivamente y vecinos de Calatayud, 
sobre derecho á los bienes que constituyen el 
Pío Legado, fundado en Ariza por D. Andrés y 
D 8 Ana María do Lluba, en providencia dictada 
en el dia de la fecha, se les ha conferido tras­
lado y dispuesto que en el improrogable termino 
de 20 dias, comparezcan á contestarla; y en su 
virtud se les cita y emplaza por medio de este 
edicto, en razón de ignorarse su paradero, para 
que puedan comparecer por medio, de 1 rocura 
dor, pues de lo contrario les parara el perjuicio
CODadoUennAteca á 8 de Octubre de 1879.—Ni­
colás Pascual.-D. O. D. S. S., Juan Manuel Gil.

Belchite.

D Juan Francisco Ruiz y Andrés, Juez de pri­
mera instancia de esta villa de Belchite y su 
partido:
Hao-o saber: Que habiendo cesado D. Antonio 

Lobo°y Bordoy en el cargo de Registrador de la 
propiedad de este partido y solicitado que en su 
dia se le expida la certificación que se expresa 
en el párrafo último del art. 277 del Reglamento 
para la ejecución de la ley Hipotecaria a los 
efectos consiguientes, se anuncia por primera 
vez por si alguuo tiene que deducir alguna ic- 
clamacion contra el depósito constituido en ga­
rantía de su desempeño lo verifique en el termi­
no señalado en dicha ley.

Dado en Belchite á 17 de Octubre de 1879.- 
Juan Francisco Ruiz.—De su orden, L. Miguel 
López.

Cédula de citación.

D. Miguel López y Latorre, Abogado, Escribano 
del Juzgado de primera instancia de esta villa 
de Belchite:
Por la presente y en virtud de providencia 

dictada por el Sr. D. Juan Francisco Ruiz y An­
drés, Juez de primera instancia de este partido, 
se cita, llama y emplaza á Teresa Perez y Gon- 
zalvo, natural de Montalban (Teruel), esposado 
Santiago Gómez, de 47 años de edad, vecina de 
dicho pueblo, domiciliada en la calle Mayor, nú­
mero 33, para que comparezca en este Juzgado 
en término de 15 días siguientes al de la publi­
cación de esta cédula, á fin de que preste cierta 
declaración en la causa seguida de oficio sobre 
la tentativa de violación de dicha Teresa y otra, 
apercibida que de no hacerlo le parará el per­
juicio á que haya lugar en derecho.
' Dada en Belchite á 14 de Octubre de 1879.-
Miguel López.

JUZGADOS MILITARES.

Zaragoza.

D. Miguel Xímenez de Embum, Capitán de ejér­
cito, Ayudante del tercer Regimiento Monta­
do de Artillería y Juez Fiscal de la sumaria 
instruida al trompeta del expresado Regimien­
to Fernando Bellostas y Perez.
Habiéndose ausentado de Zaragoza, donde se 

hallaba de guarnición, el citado trompeta de la 
5.a Batería del expresado Regimiento Fernando 
Bellostas y Perez, natural de Zaragoza, á quien 
estoy sumariando por delito de primera deser­
ción sin circunstancia agravante. ,

Usando de las facultades que conceden las 
Reales Ordenanzas en estos casos á los Oficiales 
del Ejército, por el presente cito, llamo y em­
plazo por primer edicto al expresado trompeta, 
señalándole el cuartel que ocupa el tercer Re­
gimiento Montado de Artillería en esta Plaza> 
donde deberá presentarse dentro del término cíe 
30 días, á contar desde la publicación del pre­
sente edicto, á dar sus descargos, y de no pre­
sentarse en el término señalado se le seguirán 
los perjuicios que hubiese lugar. .

Zaragoza 16 de Octubre de 1879. Migue *1 
menez de Embum.

IMPRENTA DEL HOSPICIO.


